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DESPRESTIGIO INCONTESTABLE Y RIESGO PARA LA REPUBLICA 

Una ola de indignación recorre al país condenando los hechos que afectan a políticos y autoridades 

de gobierno a raíz de escándalos de dinero que visibilizan una estrecha e inconveniente relación 

entre negocios y política. La despiadada mofa que se ha propiciado sobre esta cadena de situaciones 

es hiriente para la institucionalidad republicana y severamente dañina para el sustento de la 

democracia.  Tienen fundamentos evidentes esas quejas y menciones, sobretodo porque los hechos 

acaecidos revelan una notoria transversalidad  en las anomalías, cuestionando la dignidad de la 

función pública y la ética que todos los ciudadanos esperan de sus representante y autoridades. 

Poco se ha dicho sobre las raíces que tiene el comportamiento que exhiben nuestras dirigencias en 

materia de manejar su caudal electoral y político.  Por una parte, debe destacarse que la ciudadanía 

aprecia de manera visible el uso del dinero como parte de la difusión o propaganda electoral.  Eso 

impulsa a que las campañas políticas se revistan de una extrema notoriedad comunicacional, de un 

sofisticado marketing, de un gran aparataje publicitario, de abundante material gráfico en  calles y 

caminos y, además, de muchos “regalos” que cada candidato debe hacer para conquistar el apoyo 

popular. Ciertamente un candidato con un buen discurso no es considerado suficiente, sino va ello 

acompañado de estos aditamentos que obligan a un financiamiento mucho superior al que posibilita 

la ley y el propio peculio de los candidatos en la gran mayoría de los casos.  Si esta “demanda” 

ciudadana es una razón del exagerado gasto electoral, otra es la predisposición de los propios 

políticos para impulsar un gasto que demuestre que, en realidad, las ideas pueden sustituirse por 

grandes luminarias, multitud de “palomas” y cantidad de propaganda radial y televisiva, además de 

encuentros que están usualmente rodeados de buenos gestos hacia el potencial electorado.  Esto 

es también una fuente de gasto que se une a otras sofisticaciones que se han hecho ya costumbre 

en nuestro medio: candidatos que necesitan un estilista propio para mejorar su apariencia y 

asesores en diseño de imagen, algunos de los cuales confiesan haber cambiado hasta el “look” de 

Ministros.  Cosas que nunca antes habían sido fuente de gasto electoral, ni siquiera de la pretensión  

de quienes aspiraban a ocupar responsabilidades públicas. Nuestras grandes figuras republicanas se 

habrían ruborizado ante siquiera la mención de estas cosas. Hoy, por el contrario, parece haber un 

fuerte predominio del consumismo que caracteriza a nuestra sociedad en otras dimensiones de su 

comportamiento, pero esta vez en materia electoral y política. 

Y lo que sucede luego es que, como se trata de una competencia, que debe darse en toda su 

extensión y profundidad con poca consideración  por cualquier regla establecida, que en todo caso 

podría estar sujeta a amplia interpretación, los recursos destinados al apoyo electoral se agradecen 

y aceptan independientemente de los mecanismos a través de los cuales se proveen.  Y también, 

como es una actitud transversal, hay una política de muchas grandes empresas para efectuar 

distribuciones equitativas de recursos, que muchas veces constituyen un delito o una falta 

tributaria.  Naturalmente, esto se considera una inversión por futuras convenientes intervenciones 

por parte de quienes obtuvieron este financiamiento.  Por eso es bien sabido que si se quiere ser 

senador o Diputado, por ejemplo, hay un precio que pagar que tiene que ver con estos factores de 



“marketing” y gasto desmedido al cual nos hemos acostumbrado y que ha abierto un peligroso 

flanco de corrupción en la política. Todo esto no hace sino recordar que Chile enfrenta una falla 

sistemática en materia de formación ciudadana, ética política  e historia política nacional. Si eso se 

enseñara al menos en forma rudimentaria en nuestro sistema educativo, posiblemente tendríamos 

una situación más controlada en esta dimensión del proceso porque la condena ciudadana sería 

más profunda y no solo de mera apariencia como sucede con la que existe actualmente.  Pero todos 

hemos aceptado como algo “normal” el millonario gasto electoral y las a veces inapropiadas formas 

que este gasto adquiere en cuanto a la ética y los principios envueltos. 

Pero además hay otra dimensión que es preocupante.  Se trata del aprovechamiento de las 

posiciones políticas y públicas para adquirir prebendas e, incluso, para hacerse de lo ajeno, digamos 

recursos públicos, en forma descarada.  Son varios los casos de ex alcaldes, y concejales que han 

debido responder ante la justicia por hechos impresentables en materia del mal uso de recursos.  

Asimismo, hay Diputados y Senadores que están siendo investigados y algunos formalizados por el 

inapropiado uso de los recursos de que gozan como gastos de representación.  Y no está exento el 

de funcionarios públicos que han recibido dineros por cumplir roles ajenos a su debido 

desenvolvimiento o por buscar compensaciones adicionales que se consideran “justas” de acuerdo 

a los criterios del mercado. “A la vidas pública se va a servir y no a recibir honores ni muchos menos 

beneficios” es  una máxima republicana que se ha ido diluyendo en el tiempo, y eso nos está pasando 

la cuenta como sociedad.  En efecto, se cuestionan las instituciones y el mundo político de manera 

cruenta y abierta en forma generalizada y muchas veces exagerada. Eso no le hace ningún bien a la 

democracia que todos decimos defender y acatar. 

Hay normas de probidad que existen y a veces poco se respetan.  Hay una ética fundamental que 

tiene que ver con no recibir dinero si no hay un trabajo o servicio de contrapartida, y máxime si eso 

se hace a costa de reducción del pago de impuestos y los “beneficiados” son funcionarios del Estado.  

Hay normativas severas en la legalidad sobre acciones indebidas de financiamiento personal o 

político, como también las existen en el Estatuto Administrativo para todos los funcionarios 

públicos.  Las dos Cámaras del Congreso tienen sus Comisiones de Etica que deberían actuar severa 

e incuestionablemente.  Es decir, no es necesario una nueva legislación ni nuevas medidas, más allá 

del proyecto de financiamiento de los partidos políticos, que sean menester para enfrentar la 

situación que actualmente vive nuestra institucionalidad.  La cuestión es simple: apliquemos la 

legalidad existente, exijamos que renuncie todo aquel funcionario que ha sido cuestionado y 

pongamos en manos de la máxima autoridad del país la determinación del que hacer con los 

funcionarios corruptos o al menos cuestionados.  Exijamos al Congreso Nacional una actitud digna 

de descalificación y separación de quienes estén envueltos en financiamiento irregular, al menos en 

forma temporal cuando existan acusaciones e investigaciones, y separación definitiva cuando se 

prueba la culpabilidad.  Pongamos énfasis en la educación ciudadana, para que el buen político 

vuelva a ser la persona con ideas y desinterés para servir al país, y no aquél que hace más 

propaganda, emplea para ello más recursos, y se transforma al final en un defensor de sus propios 

financistas y en un sujeto de prebendas. 

Hemos adquirido un sistema democrático que todos sentimos propio y necesario.  Pero eso no es 

algo gratuito, puesto que la democracia hay que financiarla para proveer efectivas oportunidades a 

distintos sectores para obtener representación en la institucionalidad del Estado.  Por cierto tales 

recursos, dirán algunos,  no son necesarios en el caso de un sistema anti-democrático, pero en éstos 



es crucial la propaganda en pro del régimen instaurado y muchos recursos son para ello 

indebidamente utilizados en ausencia de mecanismos de control   Chile decidió retornar a la 

democracia y necesita un sistema adecuado para financiarla para evitar, por ejemplo, que los cargos 

de representación recaigan sólo en quienes poseen fortuna.  Por el contrario, hay que ampliar el 

espectro de participación, para lo cual el término del sistema binominal ha abierto una puerta 

importante para que las ideas predominen por sobre los pactos cerrados.  Pero esto requiere pensar 

muy bien el diseño del financiamiento de los partidos, especialmente en vistas al sistema electoral 

y no prevalezca la tendencia a buscar financiamientos propios o paralelos.  No se quiere que este 

nuevo y necesario instrumento sea la fuente de nuevas distorsiones y mal uso de los recursos; 

necesitamos una base firme en la ética republicana, en la buena educación cívica y la cultura de 

servicio público,  en la capacidad y diseño de la evaluación que todos tenemos que hacer de nuestros 

funcionarios públicos y representantes. 

El triste episodio que hemos estado viviendo a raíz de las denuncias conocidas y las que 

seguramente seguirán,  levanta gran inquietud por el asociado debilitamiento de nuestra 

institucionalidad  política.  En momentos en que tenemos que concentrarnos en tareas urgentes e 

importantes, como la situación internacional, las reformas pendientes y la necesidad de provocar la 

mayor unidad nacional posible, no es bueno que la evaluación de la Presidenta vaya en descenso y 

que el prestigio de nuestros políticos y parlamentarios alcance niveles increíblemente exiguos.  Las 

bromas que se pueden hacer sobre esta situación son muchas, y varias ya han sido escuchadas y 

celebradas. Pero después del sarcasmo tendremos que pensar un poco en lo que estamos 

arriesgando como Nación,  exjgiendo de nuestra dirigencia una actitud digna del dramático 

momento que vive la república. 


